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RESUMEN1
El artículo revisa la persistencia del régimen portaliano 
(presidencialismo autoritario centralista) a pesar de los agudos 
momentos de confrontación que lo afectaron en el siglo XIX (1851-
1859) y de los movimientos regionalistas del Siglo XX en el norte y sobre 
todo  Magallanes. El gobierno central optó por reprimir abiertamente y 
luego usar diversas técnicas de cooptación, neutralizando e integrando 
a los opositores con poderes acotados: leyes de zonas extremas, cupos 
en partidos, poder local de baja densidad. La potestad centralista 
siguió en la presidencia y en el partido/coalición que domina el poder 
metropolitano, con arreglos oligárquicos hacia los parlamentarios que 
tramitan proyectos y recursos (brokers) en los territorios que representan, 
en un modelo paternalista-asistencialista. No existió transformación 
política ni devolución económica significativa, que implicara elección 
de autoridades regionales,  leyes de rentas y competencias relevantes. 
Este consenso centralista se disuelve hacia el 2010 tanto por la derrota 
de la Concertación, las protestas de regiones y mapuches, como por los 
cambios en segmentos de las elites que propician agendas regionalistas, 
en lo que se puede llamar momento de fractura pro descentralización-
constituyente.
1  Este texto es parte del proyecto Fondecyt, Nº 11121286, “Cooptación de 
movimientos regionalistas en tres coyunturas históricas de Chile” que dirige 
Esteban Valenzuela Van Treek.
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Las coyunturas de contestación del centralismo
En tres coyunturas históricas distintas – crisis de 1851-
1859, el Partido Regionalista de Magallanes en los 1930s, y los 
movimientos sociales actuales (Aysén, Punta Arenas, Calama)-, los 
líderes regionalistas han dado profundas batallas demandando a la 
metrópolis más cohesión territorial, mejor distribución de recursos 
y un Chile más variopinto. Gracias a sus luchas se han podido 
ganar espacios de ‘negociación’ con el centro: la propia reforma 
de la constitución de 1833 (la apertura liberal), como resultado de 
las revueltas de 1851-1859, así como el acceso a determinadas 
demandas o petitorios: impuestos diferenciados, regalías y/o 
subsidios. Agregamos, también, a los mapuches con su demanda 
de tierras y poder políticos en la última década, ya que si bien han 
sufrido la cárcel, han ganado una mayor devolución de tierras 
e instalado en la agenda país la idea de región intercultural con 
autonomía. También es cierto que en ese proceso los movimientos 
y actores sufren desgaste y pierden fuerza, hasta desaparecer por 
un tiempo hasta que una nueva coyuntura – el presente es un claro 
ejemplo - reafirma su necesidad de reflotar peticiones y demandas 
que repiten el ciclo rebeldía-negociación-cooptación por parte del 
Estado centralista chileno. 
Hay, en las experiencias analizadas un poco de ambas 
cosas: jolgorio por las pequeñas victorias pero también otro tanto 
de frustración por la impenetrabilidad  y la dureza del autoritarismo 
político  metropolitano que, no pocas veces, ha llevado a esos 
movimientos al fracaso y a su destrucción. Y eso nos obliga 
nuevamente a preguntarnos si es posible, en el contexto del Estado 
‘presicentralista’  o presicrático1 que se inoculó en Chile a partir de 
1830 y que con el paso del tiempo las diversas coaliciones políticas 
que accedieron  a su administración – por supuesto casi todas 
santiaguinas – no hicieron otra cosa más que solidificarlo, construir un 
Estado más horizontal, solidario, heterogéneo y con más diversidad 
territorial, a tono con los tiempos. Y es que para transformar ese 
modelo político institucional, parece que no bastará con las ofertas 
de los programas de gobierno de los presidenciables, ni con la buena 
intención de un mandatario. El centralismo es algo que está en la 
1  Valenzuela (2007).
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sangre de nuestra elite política y que no se cambiará sólo con leyes, 
normativas y políticas públicas. 
La arquitectura centralista en el ethos de la 
institucionalidad portaliana que pervive
Pero el centralismo ¿es solo un problema de una egoísta 
elite metropolitana? Nuestra historia constitucional, por lo menos en 
su letra, parece indicar otra cosa.
La constitución de 1833 en su capítulo IX de Gobierno y 
Administración interior – artículos 115-124 - estableció un poder 
vertical absoluto en que el presidente designaba a los intendentes 
y gobernadores, estos últimos a los subdelegados, y éstos a su vez 
a los inspectores y donde el municipio quedaba bajo la tutela del 
gobernador y/o del subdelegado, quien presidía dicha instancia 
anulando toda posibilidad de construir poder horizontal o local. 
De hecho, el artículo 129 no podía ser más explícito al respecto: 
“Ningún acuerdo o resolución de la Municipalidad que no sea 
observancia de las reglas establecidas, podrá llevarse a efecto, sin 
ponerse en noticia del Gobernador, o del subdelegado en su caso, 
quien podrá suspender su ejecución, si encontrare que ella perjudica 
al orden público”.1 La Ley Orgánica de Municipalidades de 1854, 
reafirmó esos preceptos: precisó con detalle la jefatura y primacía 
que intendentes, gobernadores y subdelegados tenían sobre el 
cuerpo edilicio, especialmente en las ciudades o pueblos de mayor 
importancia”.2 Entonces el control del poder local quedó bajo las 
manos del ejecutivo que, a su vez, estaba constituido por los grandes 
hacendados y propietarios que controlaban La Moneda. Eso duró 
hasta que una mayor apertura política puso en cuestión el predominio 
de diputados y senadores sobre la comuna, una vez que se fortaleció 
el Estado Nacional, en particular, durante la gestión del presidente 
José Manuel Balmaceda. La disputa se zanja con el triunfo de las 
fuerzas atrincheradas en el Congreso y es así como en 1892 se dicta, 
a instancias del senador conservador Manuel José Irarrázaval, la Ley 
de Comuna Autónoma que vuelve a poner los municipios en manos 
del poder territorial y no estatal, ya que aseguró la autonomía de las 
1  Constitución Política de la República de Chile de 1833.
2  Pinto y Salazar (1999: 274-276).
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comunas mediante la eliminación del rol municipal de Intendentes, 
Gobernadores y Subdelegados”1, lo que conllevó que la presidencia 
de esos municipios quedara bajo tutela  de los alcaldes. También 
el recurso de ilegalidad, que resolvía el poder ejecutivo central, se 
radicó en la Corte Suprema. Con ello el municipio se autonomizó 
del ejecutivo. En definitiva, la constitución autoritaria no generó 
ningún espacio de desarrollo de poder local. Lo que hubo fue más 
una disputa en ‘las alturas’ entre miembros de la elite nacional y cuyo 
sustrato era la mayor autonomización que el Estado fue adquiriendo 
a lo largo del siglo XIX, independizándose un poco de su clase. María 
Angélica Illanes, ve en ese hecho el origen de la Guerra Civil de 1891.2
Sabemos, también, que en la coyuntura 1920-1925 se 
inocularon diversos movimientos bajo el amparo de una Asamblea 
Constituyente que incluso alcanzó a proponer una carta magna 
con un proyecto social y un Estado diametralmente distinto del 
que resultó después: productivista, federal y colegiado, con un 
Tribunal Supremo de Justicia temporal y elegido por los gremios, 
de enseñanza pública gratuita y donde los funcionarios públicos 
tuvieran responsabilidad efectiva y no nominal.3 Pero frente al 
estallido participativo, la elite política liderada por Arturo Alessandri 
ofreció un estatuto esencialmente político y centralista que recogió 
vagamente algunas de las demandas territoriales de la asamblea. 
La Constitución de 1925 – capítulos VIII y IX,  Gobierno 
Interior del Estado y Administración Comunal -, si bien reproduce 
el modelo centralista instaurado por la carta magna anterior – el 
presidente designa a  intendentes y gobernadores, quien a su vez 
nombra a los subdelegados, y éste al inspector  y además, se reserva 
para sí la designación directa de los alcaldes de las comunas de más 
de cien mil habitantes- , inaugura una figura legal que pudo haber 
sido clave en la generación de un poder local mayor. En efecto, el 
artículo 94 señalaba que si bien el intendente es quien dirige la 
política provincial: “estará asesorado, en la forma que determine la lei, 
por una Asamblea Provincial”. Cada una de ellas estaría compuesta 
de representantes designados por las municipalidades de la 
provincia en su primera sesión por voto acumulativo. Si bien la figura 
era presidida por el intendente, designarán en “su primera sesión, por 
1  Montecinos (2005:453).
2   Illanes (2003).
3  Pinto y Salazar (1999:46-47).
81
Políticas Públicas
mayoría de los miembros presentes, a un individuo de su seno para 
que desempeñe el cargo de Vicepresidente de la Asamblea”. Entre las 
novedades de esta institución estaban la posesión de “atribuciones 
administrativas y dispondrán de las rentas que determine la lei, la 
cual podrá autorizarlas para imponer contribuciones determinadas 
en beneficio local”.1 Además, anualmente debían representar al 
Presidente de la República, por intermedio del intendente, las 
necesidades de la provincia e indicar las cantidades que necesitasen 
para atenderlas; podían también dictar ordenanzas o resoluciones, 
eso sí bajo la mirada del intendente-delegado quien la primera 
vez podía vetarlas.  Sobre la Constitución de 1925 y sus principales 
características, Sergio Boisier llegará a decir  que  ella trajo “órganos 
nuevos no implementados, como las Asambleas Provinciales”.2  Es 
cierto que la figura del intendente las tutelaba, pero esas facultades 
nunca se peticionaron por parte de los actores regionales y locales. 
Claro está señalar también que la ley respectiva nunca se dictó.3  
¿Era posible la regionalización en el contexto de un Régimen 
militar que sucedió al  Democrático del periodo 1932-1973,  y cuya 
finalidad era restablecer un orden autoritario, basado en la seguridad 
nacional y de inspiración nacionalista? La respuesta es afirmativa  si 
éste estaba en función de los principios económicos de liberalización 
y eso, además, tenía sustento en todo el trabajo previo que había 
realizado la Oficina de Planificación Nacional (Odeplan), creada en el 
Gobierno de Frei Montalva (1967). Uno de los documentos evacuados 
por la oficina – Restauración nacional y desarrollo regional. Bases para 
una política (1973) -, decía que “La etapa actual de reconstrucción y 
restauración que vive Chile presenta una oportunidad inmejorable 
para atacar las causas de fondo que determinan la forma que 
asume el desarrollo económico territorial de Chile. En verdad, de no 
aprovecharse esta coyuntura, parece poco probable que sea posible 
alterar de manera significativa el patrón de desarrollo espacial 
1  Constitución Política de la República de Chile de 1925, Biblioteca del 
Congreso Nacional, p. 21. 
2  Boisier (2007:122).
3  Artículo 107: “Las leyes confiarán paulatinamente a los organismos 
provinciales y comunales las atribuciones y facultades administrativas 
que ejerzan en la actualidad otras autoridades, con el fin de proceder 
a la descentralización del régimen administrativo interior. Los servicios 
generales de la Nación se descentralizarán mediante la formación de 
zonas que fijen las leyes”. Constitución Política de 1925.
82
Políticas Públicas
del país”.1 Bajo esos dos parámetros se regionalizó Chile en 1974, 
además sin constitución vigente, y se siguió con la designación 
de  intendentes, gobernadores, incluso alcaldes y los órganos de 
participación local, situación que refrendaría originalmente la 
Constitución de 1980, dando prioridad a los actores económicos 
en la instalación tanto de los Consejos Regionales de Desarrollo 
(COREDES)2 como de los Consejos de Desarrollo Comunal (CESCO). 
También esa regionalización,  salvo detalles mínimos, continuaba la 
lógica histórica de la división política administrativa del país.3
La propia Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno 
y Administración Regional (LOGCAR), 19.175 implementada 
por Aylwin, preestableció en lo que respecta a las funciones 
y atribuciones del gobierno regional que, a dicha instancia le 
correspondía “ejercer las competencias que le sean transferidas 
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 de esta ley”4, lo 
que significa que podían “solicitar al Presidente de la República 
el traspaso de competencias y recursos que estén a cargo de 
organismos o servicios de la administración central o funcionalmente 
descentralizada, acompañando al efecto los estudios y antecedentes 
que demuestren su aptitud para asumir tales responsabilidades”.5 Si 
bien los informes debían ser analizados por los ministerios y servicios 
públicos involucrados, los que debían evacuar un informe dentro 
de los sesenta días siguientes a la recepción de la documentación 
respectiva, para que el presidente resuelva, lo que vuelve a darle a la 
hipotética potestad un sentido centralista, lo cierto es que, hasta el 
día de hoy ningún gobierno regional ha hecho uso de esa facultad 
1  ODEPLAN (1973).
2  Constitución Política de la República de 1980, Artículo 101, “El sector 
privado tendrá representación mayoritaria en dicho consejo”.
3  “Las modificaciones a la regionalización vigente a 1973 serían pocas: 
separación de la Provincia de Coquimbo para dar origen a la Cuarta Re-
gión, incorporación del Departamento de San Antonio a la Provincia de 
Valparaíso y a la región respectiva, separación de la Provincia de Malleco 
de su antigua región para conformar con Cautín la actual Novena Región, 
la agrupación de las Provincias de Valdivia y de Osorno con Llanquihue, 
Chiloé y (posteriormente) Palena, para configurar la actual Décima Re-
gión, la transformación de la Provincia de Aysén en la Décimo Primera 
Región y, como es obvio y ya implícito, la secesión del Departamento de 
San Antonio de la Región Metropolitana.”- Boisier (2000).
4  Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, 
p. 11.
5  Ibid., pp. 29-30. 
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que contempla la ley orgánica. En particular cuando todo lo relativo a 
materias de transporte se resuelve en calle Amunátegui en Santiago. 
Allí había una buena fórmula para romper el sistema de “peticiones” 
y “dádivas” del Estado centralista y una posibilidad de imprimirle a 
la dinámica regional otra lógica. Situación similar ocurre con  el 
artículo 108 de la Constitución de 19801  y que luego fue refrendado 
por Ley Orgánica de Municipalidades, que  permite a  cualquier 
alcalde en ejercicio nombrar delegados para que lo representen 
en determinados territorios2, aunque  desde que se reinstaló el 
sistema democrático ningún edil ha hecho uso de esa potestad. 
Nadie ha nombrado, por ejemplo a alcaldes delegados en comunas 
populosas, donde podrían cumplir una función muy colaborativa 
con la administración. 
El factor geográfico en la centralidad anómala
Si la historia atentaba contra la instalación de procesos  de 
regionalización, ¿ocurría lo mismo con la geografía? Aparentemente 
no: “la propia geografía formaba fronteras que permitieron, en 
definitiva, la formación de espacios regionales. La orografía y la 
hidrografía establecían fronteras naturales. En los tiempos de la 
conquista, los cronistas destacan los caudalosos ríos que  atraviesan 
el territorio de oriente a poniente y la dificultad que imponen a las 
comunicaciones y al control del territorio”.3 Y si bien hubo desde 
siempre una falta de comunicación estructurante entre las diversas 
áreas del país que profundizarán su aislamiento, las delimitaciones 
geográficas también posibilitaron una permanente zona de fronteras 
cuyo ícono fue la propia Guerra de Arauco. Tanto Álvaro Jara4 como 
1 “Los alcaldes, en los casos y forma que determine la ley, podrán designar 
delegados para el ejercicio de sus facultades en una o más localidades”, 
Constitución de 1980, op. cit.
2  Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades, p. 37.
3   Boisier (2007: 83-84). 
4  “Una idea central nos ha  guiado: las formas bélicas no pueden ser aje-
nas a1 devenir del resto de la realidad histórica. En el Chile de los siglos 
XVI y XVII sería difícil no percibir la absorbente temática bélica que parece 
dominar toda la sociedad. La guerra está presente en las crónicas, en los 
poemas, en las relaciones v en los documentos. Es un motivo constante 
de esta sociedad estructurada por la violencia, en cuya conformación el 
elemento conquistador jugó un rol decisivo”, Jara (1981: 13-14).  
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el propio Mario Góngora, se han referido profundamente al tema. 
La geografía, entonces, que originalmente potencia áreas diversas 
en el país, al mismo tiempo termina finalmente reafirmando, por 
esa misma condición, la creencia de las elites en la necesidad de 
constituir un Estado homogéneo a partir del centro. 
Y es que en general, el Chile moderno es un país híper 
centralizado que se construyó, fundamentalmente durante el 
siglo XIX, teniendo como sustento el territorio colonial cuyas 
fronteras eran Copiapó por el norte y Concepción por el sur, espacio 
geográfico tradicional donde había existencia de pueblos ‘históricos’ 
o comunidades derivadas de la ocupación española, ya sea en su 
versión fundación de ciudades o vía la constitución de pueblos de 
indios. El resto es reciente y fue colonización extranjera y/u ocupación 
militar. Punta Arenas, incluso, es un caso paradigmático puesto que las 
principales familias fundadoras, los Brown y los Menéndez, emigraron 
luego a Buenos Aires, ejemplificando con ello el poco apego al 
terruño donde hicieron fortuna. En tales casos no hubo comunidades 
que se desarrollaran históricamente, sino que surgieron sobre la base 
de la emigración extranjera fundamentalmente europea – alemanes, 
principalmente – o se constituyeron  a partir de su empleo como 
fuertes de ocupación militar (Temuco) que luego, con el desarrollo 
de la república, derivaron a ciudades. Tal vez allí esté la explicación 
a tanto amor en provincias por el elemento militar, las marchas y los 
desfiles. Chiloé era otro mundo e incluso permaneció fiel a la corona 
algunos años después de la Independencia.1  
El país fue “inventado” como  un arcoíris de uniformidad, 
cuya monotonía rompía cada cierto tiempo Concepción, única urbe 
que, históricamente, se diferenció del centro; Atacama (el Norte) lo 
hizo como región periférica y enclave, al igual que Magallanes. No es 
casualidad que Concepción fuese la cuna, hasta hoy, de disidencia 
al centralismo. Desde allí se levantó Freire, el General Cruz, y mucho 
más tarde el MIR.2 La  Serena aportó algún grado de diferenciación 
1  Góngora (1980).
2  “En este contexto – la guerra de Arauco -, la ciudad de Concepción 
ejerció un rol espacial de bisagra pues en definitiva se convirtió en el centro 
urbano que debía finalmente administrar los recursos y prerrogativas 
derivadas de las actividades que ocasionaba el mantenimiento de la 
frontera del Bio Bio. Ese rol se vería reflejado en su papel en las guerras 
de la independencia, pues, por Concepción ingresaron todos los ejércitos 
realistas y, como veremos, en esa región se originó el movimiento 
regionalista que derrocó a O’Higgins e instaló a Ramón Freire en el poder 
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territorial y no es accidente que desde allí se elevara La sociedad 
de la Igualdad; también lo hizo Copiapó, y en torno a la distancia 
geográfica y la riqueza minera, se gestó otro foco de insurrección. 
Queda claro, además, que el Chile tradicional que va desde la región 
de Coquimbo hasta Concepción aún tiene una fuerte marca ‘histórica’ 
centralizadora. No es casualidad que las grandes coaliciones políticas 
actuales – Concertación y Alianza por Chile – tengan expresión 
potente hasta allí. Luego, desde Copiapó, al norte, y desde Temuco 
al sur, dichos conglomerados disminuyen en peso electoral y 
aumentan los caudillismos locales y coaliciones regionalistas. Sin 
embargo, más allá de episodios concretos  y puntuales, no ha habido 
en Chile una demanda nacional por diversidad y cohesión territorial. 
Incluso, los ejemplos vistos en esta investigación, o han terminado en 
el aislamiento, o en el fracaso y/o en la negociación.  
De hecho hasta en las propias regiones, en particular, en las 
fronterizas, como es el caso de Arica, no hay sujeto descentralizador.1 
El Chile homogéneo y centralista, se debe, además, a la falta de 
comunidad. Lo que hubo, en uno y otro extremo, fue invasión militar, 
donde jamás se expresó la vida comunitaria. El modelo fue, sin duda, 
la ocupación que se intensificó con la llegada de los españoles, y 
ese ejemplo se profundizó aún más con la república. Y donde los 
regionalistas o federales pretendieron encontrar actores y sujetos 
descentralizadores, Chile solo parió uniformidad y centralismo. Aquí 
se impuso el modelo francés de la homogeneización laica y unitaria. 
Una tesis así es la que ya había planteado Marcelo Carmagnani en el 
otro Occidente2, donde sostuvo que los españoles iniciaron ese 
y con ello la idea de federalismo por algunos años”, Boisier (2007:97).
1  Como anécdota hay que señalar que en enero de 1996 el alcalde de Arica, 
Iván Paredes, ordena la pavimentación de una franja del Chinchorro para 
ampliar el trazo de la carretera Panamericana, que corta una de las esquinas 
de lo que es legalmente una propiedad privada. Paredes es un político 
que busca la reelección y la consecuencia de ese hecho nacionalista que 
generó una controversia internacional ya que el incidente fue reclamado 
por el Estado peruano, es que Paredes, al margen de las dos coaliciones 
importantes resultó  electo con el 43, 9% de los votos derrotando al radical 
Luis Gutiérrez y a Jaime Arancibia, Udi. Ver Revista Caretas,  http://www.
caretas.com.pe/1490/chile/chile.htm recuperado el 14 de julio de 2013.
2  Una parte importante del libro gira en torno a los “obstáculos” o 
“dificultades” por las cuales pasó el subcontinente en su proceso de 
occidentalización. En la medida en que América Latina se adscriba a una 
“política común con Europa” (p. 133) o que asuma un orden constitucional 
basado en la “soberanía nacional” y “unidad interna” (ídem), se acerca al 
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sistema y fueron muy hábiles en la conformación de las alianzas 
locales, en las que demostraron una gran sapiencia administrativa 
pues, de otro modo, no se explica su extensa dominación de tres 
siglos. Impusieron el centralismo, pero fueron muy diestros en 
la implementación y puesta en práctica de acuerdos con actores 
locales, ya que con un reducido cuerpo militar y de administración 
se las arreglaron para dominar por espacio de tres centurias. Luego, 
la creación del sistema de Intendencias por los borbones y la 
necesidad de centralizar el poder, y aumentar con ello la recaudación 
de impuestos1, pudo recién a fines del siglo  XVIII cambiar las bases 
del acuerdo tácito con las comunidades locales  y surgió el Chile 
moderno de la inercia, y la homogeneización con el centro.2 
Distinto es el caso de Centroamérica donde se descentraliza –
aparte del interés norteamericano – por motivos histórico-culturales-
étnicos. En Brasil y Argentina también se quiso descentralizar, pero 
por motivos de diferenciación territorial – interior y litoral - y de 
avance de la conquista; sin embargo, ambas experiencias tampoco 
han generado mucha diversidad geográfica. En nuestro caso, y 
en el de casi toda América Latina, la posesión de la tierra la daba u 
otorgaba el rey – en contraste con las comunidades históricas con 
fueros -, por lo tanto desde el inicio mismo de la tenencia hay un 
proceso absolutamente centralizador. En Chile, y a diferencia de otras 
independencias, la resolución final se da por la vía militar y es una 
solución mucho más rápida que en el resto de América Latina, ya 
que por mucha distancia que exista entre Santiago y Copiapó, unos 
800 kilómetros, tampoco es tanto si se lo compara con Argentina, 
Brasil o Perú. Si uno quiere comparar el caso chileno con paradigmas 
autonómicos o regionalistas, como el español donde las cuestiones 
regionales son antiquísimas3| con, por ejemplo, Punta Arenas, de 
colonización reciente y donde sus líderes son todos inmigrantes, la 
distinción salta a la vista: los últimos más que autonomía buscan la 
seguridad y que el Estado nacional los deje tranquilos. Es por eso 
que el centralismo es tan fuerte en Chile alcanzando a veces niveles 
paranoicos: ¿cómo es posible que, por puro prejuicio, la elite política 
nacional, en particular la de derecha, prefiera tener 40 municipios, 
modelo occidental. Carmagnani (2004).
1  Klarén (2004).
2  Jocelyn-Holt (1992). 
3  Ver al respecto Beramendi (1998).
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antes que haber apostado por un área metropolitana? La razón es 
simple: se veía en ello un posible contrapoder  al presidente. Así lo 
manifestó Sergio Diez, en el contexto del debate por las reformas a 
inicios de la transición. 
Parlamentarios  como ejes del poder y el vasallaje 
territorial: la ingeniería electoral del centralismo
El motor invisible de la cooptación que impide el surgimiento 
de regiones fuertes con autoridades electas y poder, es la mezcla de 
tecnocracias vinculadas a diferentes presidencias (con vínculos a las 
directivas nacionales de los partidos, desde políticos tradicionales 
a la moderna technopol), y el poder de los parlamentarios como 
brokers (intermediarios o agentes) de cooptación y clientelismo con 
programas estatales en las provincias.1 
Al revisarse las actas de las sesiones parlamentarias del siglo 
XIX, es común constatar que los honorables se refieran en el contexto 
de un debate a su contendor como “el diputado por Vichuquén”, “el 
diputado por Cauquenes”; sin embargo, al revisarse la nómina de 
los legisladores presentes  en la polémica (y también en la sala), se 
descubre que casi todos son de Santiago. Ello no ha cambiado hasta 
hoy: en el Senado actual, de 38 integrantes, 24 no nacieron en las 
regiones a las que representan y de ellos más del 92 % son de origen 
metropolitano. Solo 14 senadores tienen partida de nacimiento en 
alguna comuna de las respectivas circunscripciones que representan. 
En general, son los legisladores  de las regiones extremas quienes 
tienen el mayor porcentaje de filiación geográfica. Ello explica, de 
alguna manera, también, el escaso interés de estos representantes 
por avanzar en reformas que empoderarán con mayor fuerza a las 
regiones en el contexto del Chile centralista y de la constitución de 
1980. 
La carta magna que el régimen militar heredó a la 
transición, y que la oposición de entonces legitimó mediante el 
plebiscito reformatorio de la misma el 30 de julio de 1989, incluye 
varios instrumentos que fomentan el centralismo político hoy 
vigente: el flexible requisito de residencia para ser candidato a 
parlamentario; la ley de partidos políticos que impide la formación de 
1  Valenzuel a (1977).
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agrupaciones minoritarias y/o regionalistas, ya que están obligados 
permanentemente a reinscribirse si no cumplen con la exigencia 
del 5% del electorado y, además, sin posibilidad de registrar 
regionalmente los mismos y, finalmente, el diseño de los distritos 
considerando  como eje los resultados del SÍ y  el NO de 1988, y no las 
particularidades geográficas de cada área. 
Respecto del requisito de residencia, la constitución de 1980 
contemplaba en su diseño original como una de las obligaciones para 
ser parlamentario –artículo 48- el poseer dos años de residencia en 
la respectiva región o distrito contados hacia atrás desde el día de la 
elección. Sin embargo, por ser esa exigencia “solo la residencia”, era 
fácil burlarla, ya que los candidatos pueden fijar cualquiera: la de un 
familiar, una oficina o sencillamente una propiedad que visitan en 
forma esporádica, lo que no clarifica si efectivamente existen actos o 
hechos - trabajo por la comunidad o una identidad - que lo vinculen 
objetivamente con la zona que quiere representar. Si el legislador 
hubiese deseado efectivamente que este requisito se cumpliese, la 
figura jurídica debiese haber sido la del domicilio electoral  que, como 
sabemos, también existe en la ley 20.568. Ello explica la exagerada 
sobrerrepresentación de parlamentarios de origen capitalino en 
regiones y la falta de entusiasmo del congreso por aprobar iniciativas 
que hiciesen más restrictiva esa condición.1 La segunda fue la ley de 
partidos políticos – 18.603 – que en su artículo tres obliga a constituir 
colectividades de carácter nacional al exigir  que “los partidos políticos 
existirán como tales cuando se hubieren constituido legalmente en 
a lo menos ocho de las Regiones en que se divide políticamente el 
país o en un mínimo de tres de ellas, siempre que estas últimas fueren 
geográficamente contiguas”, impidiendo con ello la formación y 
gestación de fuerzas políticas locales. La incorporación de la figura de 
una “Directiva Central” – artículo 23, 24 y 25 – con potestades nacionales 
de representación política y legal, entre ellas la inscripción nacional 
de candidaturas solo ante el Servicio Electoral Metropolitano, terminó 
por concentrar el poder de los diferentes partidos en Santiago y en 
manos de capitalinos. Solo de ese modo se explica el amplio dominio 
en ambas cámaras de hombres y mujeres procedentes de las elites 
metropolitanas y, por otra parte, la escasa capacidad de negociación 
de líderes locales o regionales bajo cuya ley solo pueden adscribirse 
a corrientes de opinión  central, para poder de esa manera preservar 
espacios de poder en sus respectivas áreas. 
1  Cámara de Diputados, Sesión N 130ª, martes 22 de enero de 2013.
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El tercer eje de esta concentración fue la elaboración de 
los distritos electorales del país, considerando más bien la variable 
resultados del plebiscito para el oficialismo de la época que se 
dedicó, con resultados en mano, a extender al máximo sus buenos 
indicadores en ese evento y a minimizar y diluir los de la entonces 
oposición. Se construyeron, entonces, circunscripciones y distritos 
que maximizaron los resultados electorales del Sí1, pero que no dieron 
cuenta de los procesos geográficos, las dinámicas económicas y la 
división político administrativa de Chile y el proceso de regionalización 
que el propio régimen militar había instalado. Como resultado de 
aquello, muchas circunscripciones, y en particular los distritos, no 
cuadran con las divisiones estatales. Así como hay circunscripciones 
que se corresponden con el tamaño de la región, existen otras que la 
parten por dos, y que incluyen provincias diversas. En el caso de los 
distritos ocurre algo más grave: muchos de ellos no se corresponden 
con la organización territorial e incorporan comunas de provincias 
distintas – por ejemplo en O’Higgins el distrito 34, tiene comunas de 
Cachapoal y Colchagua, y el 35, de Colchagua y Cardenal Caro -, con 
todo lo que ello significa en la distribución de los recursos nacionales 
y regionales y el peso que los parlamentarios tienen en ese ejercicio: 
la distribución y asignación de los fondos principalmente regionales 
que, por esta anomalía, no tienen ni racionalidad geográfica, ni 
económica.  Así de importante era para la elite  chilena – insistimos de 
origen capitalino -que hizo la transición el proceso de regionalización: 
apenas se pudo se subordinó a la lógica política centralista de las 
coaliciones y del sistema binominal instalado.2 Y entonces, se instauró 
1  Joignant y Navia (2003): “Las zonas donde ganó Pinochet en el plebiscito 
de 1988 fueron agrupadas en distritos electorales de menor tamaño en 
1989, mientras que las áreas donde ganó el No fueron agrupadas en 
distritos de mayor número de electores, lo cual se traduce en dificultades 
crecientes para la Concertación en “doblar” a la derecha: en efecto, 
resulta tanto más plausible ganar los dos diputados para la Concertación 
cuanto menor es la densidad poblacional del distrito en cuestión”.
2  De los 38 senadores electos en diciembre de 1989, 20 eran de nacimiento 
de un área geográfica distinta a la circunscripción que representaban y en su 
mayoría de Santiago. Sólo 18 eran originarios de la región que representaban. 
En la Concertación hubo 10 de origen localista y 12 de Santiago y en la dere-
cha, eran 8 originarios  e igual cantidad afuerinos, también, en su inmensa 
mayoría santiaguinos. En tanto de los ocho senadores designados 4 eran de 
origen capitalino y 4 de regiones, aunque, todos, salvo el de la armada, fueron 
nombrados por las funciones que desempeñaban en Santiago. 
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en regiones la lógica que tan bien ha descrito Arturo Valenzuela, 
donde los congresistas del binominal – uno oficialista y el segundo 
de oposición -, en especial los de regiones con las características ya 
descritas, gestionan proyectos de las regiones-provincias, donde 
el primero distribuye poder mediante el copamiento del Estado – 
recursos, cargos, prebendas, etc.-, algunos de manera muy abusiva, 
a cambio de comprometer su voto con el poder centralista mayor: 
La Moneda. Así dejan de lado sus labores de representación regional, 
traban reformas de carácter descentralizador – acaba de ocurrir con 
los Consejeros Regionales (Cores) – que se traducían en pérdida del 
poder fáctico que poseen en los territorios. De hecho, el modelo de 
elección directa de Cores  aprobado recién en 2013,  fue cercenado 
pues los legisladores se encargaron de dividir provincias populosas 
en distritos menores para que ningún representante electo pueda 
aparecer obteniendo más votos que ellos y, de ese modo, evitar que 
se transforme en un posible adversario electoral.
Transición pactada, democratización mínima y 
descentralización ausente
Chile fue un caso raro de transición: comparativamente hizo 
más justicia en Derechos Humanos (militares presos), pero el modelo 
siguió dominado por el neoliberalismo y el tutelaje a la nueva 
democracia (Pinochet de comandante en Jefe, senadores designados 
y sistema binominal). España no removió el pasado ni hizo justicia, 
pero tuvo un pacto constitucional que permitió el parlamentarismo, 
la plena democracia y las autonomías. Lo mismo se repitió en 
Brasil y en Argentina, que lograron estructuras democráticas y 
federalismo con contrapesos. En contraste, en nuestra transición los 
temas de Descentralización o Regionalización no fueron prioridad, 
y cuando estuvieron presentes  solo lo fueron en el contexto de la 
redemocratización del país.1 
La prueba más evidente de ello es que en  dos textos que 
hacen un balance, por parte de sus propios protagonistas, de la 
transición chilena -el primero del democratacristiano Edgardo 
1  La Época, Programa de Gobierno de la Concertación de Partidos por La 
Democracia 1990-1994, 1989, p. 8.
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Boeninger, primer Ministro Secretario General de la Presidencia en el 
gobierno de Aylwin1; el segundo de un think tank del polo progresista 
de la ex concertación, Chile 212 - no hay una sola referencia al tema 
regionalista o a la cohesión territorial, sinónimo, por tanto de la 
prioridad que dicha temática tuvo para los actores de aquella fase 
clave de nuestra historia contemporánea, sean estos socialcristianos 
o progresistas. Es sabido, por ejemplo, la opinión que algunos 
senadores institucionales o designados a inicios de los noventa 
tenían sobre el papel de los municipios. Olga Feliú por ejemplo, 
sostenía, en el contexto de las reformas propuestas por Aylwin, 
que ellos debían ser departamentos del Ministerio del Interior. La 
propia constitución de 1980, obra del régimen de Pinochet, continuó 
profundizando el fenómeno centralista, no solo desde la perspectiva 
del rescate del presidencialismo autoritario que ella realizó, sino 
inclusive si consideramos la manera en que se constituyeron los 
distritos electorales y cuya configuración no consideró, como ya 
lo señalamos, ni la organización política y administrativa, ni sus 
características geográficas y económicas. Qué decir de la instalación 
del sistema de los “alcaldes designados”. En tal sentido se continuó 
con la visión histórica de los gobiernos regionales, provinciales y 
comunales. 
Del Impulso inicial a las promesas incumplidas
 En ese contexto, y con el desafío de redemocratizar el país, 
asumió la presidencia Patricio Aylwin en 1990, quien designa al joven 
economista socialista Gonzalo Martner  con la misión de implementar 
el programa de gobierno en lo que atañe a la redemocratizació en 
su versión regional y local.3Martner  fue el primer Subsecretario 
1  Boeninger (1997).
2  Quiroga y Ensignia (2012). 
3  Decía el programa de 1989 que “se persigue el logro de dos objetivos 
simultáneos: 1) la democratización  del aparato estatal, que incluye 
dentro de otras políticas la elección delas autoridades municipales y 
la participación y decisión de la ciudadanía en las distintas instancias 
de poder regional y local… 2) La descentralización de la administración 
del Estado, dotando a las autoridades regionales y comunales de la 
autonomía institucional, financiera y técnica necesaria para decidir sobre 
los programas y proyectos… en sus respectivos territorios”..  
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de Desarrollo Regional (Subdere) de la transición, a cargo de la 
tarea de realizar la Modernización del Estado. El economista, en 
más de alguna ocasión ha señalado que debió asumir esa función, 
más bien por mantener los equilibrios de la coalición política que 
por interés personal y ha reconocido que si bien es cierto que el 
mandatario DC, abordó el problema de la descentralización, lo hizo 
fundamentalmente desde la perspectiva de la redemocratización de 
los municipios y de la modernización de los gobiernos locales.1 Por 
lo tanto, bajo ese escenario, aquellas reformas no tuvieron como eje 
la redistribución de poder, ni la cohesión territorial. Se introdujeron 
figuras nuevas como las del gobierno regional con personalidad 
jurídica propia, se aumentó el presupuesto del Fondo Nacional 
de Desarrollo Regional (FNDR),  se estableció la institución de los 
Consejeros Regionales (CORES), aunque la derecha se opuso a su 
elección democrática y se consensuó un mecanismo de elección 
indirecta a través de los concejales electos.2 En definitiva se avanzó 
bastante en descentralización y en gobiernos regionales como fue 
muy frecuente en la época “en la medida de lo posible”, y se dio paso 
a un mecanismo mixto de elección de alcaldes que, en lo relativo a 
democratización, se mejoró y perfeccionó con posterioridad. Aylwin, 
en todo caso, no dudó en emplear los mecanismos previstos en la 
constitución de 1980, y nombró así a los alcaldes de las ciudades 
con mayor población del país3 los que, con las reformas de Martner, 
pasaron todos a ser elegidos aunque de un modo indirecto.
Si bien el presidente Frei Ruiz Tagle se propuso en su 
programa de gobierno “convertir la regionalización del país y el 
funcionamiento de los municipios en el sustento de una democracia 
más extendida” y reiteró que “nuestro país se está convirtiendo 
rápidamente en una sociedad con varios polos de desarrollo, 
más abierta y desconcentrada, con una presencia más fuerte 
de las regiones y comunidades locales” y apostó por fortalecer 
1  Martner (1993).
2 Ibid., pp.90-110. 
3  “Antes de que se celebraran las elecciones de 1992, los alcaldes en 
ejercicio habían sido nombrados por el gobierno militar antes de dejar el 
poder en marzo de 1990.De acuerdo a la constitución de 1980, los alcaldes 
serían nombrados por el Consejo de Desarrollo Comunal (CODECO). Salvo 
en 15 comunas, donde el Presidente Patricio Aylwin tuvo facultad para 
nombrar a personeros de su confianza.” Bunker (2008).
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esos proceso mediante la dotación de “mayor autonomía de 
gestión a las autoridades descentralizadas, junto con impulsar su 
profesionalización y nuevas formas de participación democrática”, y 
prometió la elección directa de los alcaldes1, en lo concreto durante 
su administración se abocó a la tarea de modernizar el Estado con 
una lógica de eficiencia – con mucho énfasis en el aporte del mundo 
privado -  y no de redistribución de competencias desde el centro 
a regiones. En fin, su gobierno, no hizo mucho,  aunque tampoco 
prometió tanto.
Distinto es el caso del ex presidente Lagos, quien en su 
programa había comprometido la más radical de las reformas 
descentralizadoras desde el retorno a la democracia  para mejorar 
la mala política territorial en Chile: regiones autónomas, áreas 
metropolitanas, fondos regionales con solidaridad inter-regional. 
En la Fundación Friedrich Ebert trabajó una comisión que propuso 
esta agenda regionalizadora con pasos significativos, integrada 
por Giorgio Martelli, José Luis Abalos, Ignacia Jiménez, Esteban 
Valenzuela, quienes fueron llamados por Lagos en septiembre de 
1999 cuando el candidato derechista Joaquín Lavín le empató en las 
encuestas y decidió adoptar propuestas de mayor descentralización.2
Lagos, en su personal y característico estilo de conducción, 
hizo un acto emblemático a la altura  de los anuncios: en la 
Universidad de Talca le manifestó al país que durante su gobierno se 
elegirían no solo los consejeros regionales, sino que incluso el propio 
ejecutivo. Se comunicaron, además, medidas de descentralización y 
desconcentración del Estado en un plazo de cinco años y la cesión de 
poderes a las regiones, lo que iría acompañado de un plan de fomento, 
con su consiguiente contrato de desarrollo regional.3  En fin, hasta allí 
era el plan más ambicioso en nuestra uniforme, autoritaria y centralista 
historia política, para construir un país más variopinto. De hecho, la 
estrategia se adelantó en nueve años al complejo diagnóstico que 
haría en 2009 la OCDE sobre el problema de la metropolización de 
Chile. Para lograr aquello, nombró como ministro del Interior a José 
1  Concertación de Partidos Políticos por la Democracia, “Un gobierno 
para los nuevos tiempos”, pp.  9-10.
2  Giorgio Martelli y Esteban Valenzuela, “Propuestas para una Reforma 
Regional”, op. cit. 




Miguel Insulza, orgulloso del récord ministerial al estilo de Antonio 
Varas, responsable del trámite legislativo que concretaría las medidas. 
Bueno, como ya se sabe, el Inquilino de Palacio apenas ocupó el 
cargo hizo algo simbólico: instaló detrás de su escritorio un retrato 
de Diego Portales. Se había matado la agenda prometida en Talca. 
Ricardo Lagos, luego de la crisis de gobernabilidad que enfrentó en 
2003, solo se concentró durante sus últimos años de gobierno en 
modernizar la administración pública y comunicar y concretar obras 
para la capital, lo que incluyó ampliaciones del Metro, un Museo 
en la propia Moneda y una nueva red de trasporte. También, para 
ser justos, creció la inversión en rutas e infraestructuras regionales, 
con peaje y libres, pero no hubo devolución a regiones de poder 
político ni recursos. Nicolás Eyzaguirre, su ministro de Hacienda, 
prometió a la Bancada Regionalista ceder el 50 % de los recursos del 
royalty minero a las regiones, pero aquello no ocurrió y la promesa 
de descentralización no traspasó el ámbito de la oferta política en el 
contexto de una mayor demanda por cesión de poderes desde las 
regiones. 
Por su parte Michelle Bachelet, no ofreció mucho en su 
Programa de Gobierno 2006-2010 respecto de descentralización, 
salvo el insistir en la reforma para la elección directa de los Cores 
y la creación de las agencias regionales de desarrollo1, medidas 
que finalmente no se implementaron. Es bajo su mandato que, en 
las elecciones municipales de 2008, se rompe el duopolio Alianza-
Concertación y comienzan a ser electos varios alcaldes que no están 
en esos pactos, en especial desde Copiapó hacia el norte, como 
desde la Araucanía la sur.
El  presidente Piñera, en tanto, en su Propuesta de Gobierno2 
proclamó que “Santiago no es Chile” y diagnosticó  que “es un país 
fuertemente centralizado”, y manifestó que “desgraciadamente por la 
inexistencia de un liderazgo político que lleve adelante el proceso 
1  “Impulsaremos la elección directa de los consejeros regionales, 
terminando de este modo con el actual sistema de elección indirecta 
de éstos. Promoveremos el fortalecimiento de los gobiernos regionales, 
definiendo de mejor forma las facultades de intendentes, gobernadores y 
consejos regionales… Las Agencias Regionales de Desarrollo se constituirán 
en el corazón de una alianza estratégica entre los sectores público y 
privado en beneficio del desarrollo de cada región. Michelle Bachelet,” 
Programa de gobierno 2006-2010”, s/e, octubre de 2005, pp. 84-85. 
2  Sebastián Piñera, “Programa de Gobierno 2010-2014”,  s/e, 2009.
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descentralizador, la regionalización del país no ha avanzado como 
corresponde”. Para subsanar tal deplorable situación prometió dotar 
de más poderes a los gobiernos locales – incluso llegó a hablar de 
impuesto territorial1 - así como transformarse durante su mandato 
en “el presidente de las regiones”,2 aunque no avanzó mucho por ese 
derrotero: no hubo creación  de áreas metropolitanas con facultades, 
ni se instaló el cargo de Administrador Regional, ni se establecieron 
auditorías a los gobiernos regionales;  el Fondo Minero del Norte 
ha sido muy criticado por los propios alcaldes de comarcas mineras 
además de que no estaba en su programa original; no hay ley de rentas, 
ni devolución de porcentajes del IVA, ni ejecutivo regional autónomo. 
Por el contrario, Piñera envió un proyecto hipercentralizador que le 
restó a los consejos regionales la facultad de votar individualmente 
los proyectos, sólo marcos presupuestarios globales.3 Incluso, le da al 
intendente delegado la potestad para fijar las tablas de los consejos. 
La dictadura centralista intacta en el Chile de las desigualdades y la 
‘presicracia’, el cóctel paternalista chilensis del presidencialismo con 
centralismo, el padre dador en vez de los modelos horizontales de 
respeto. 
En fin, este panorama pone de manifiesto y reitera el 
monopolio del poder que ha ejercido el centro, y que, más allá de los 
discursos variopintos que se han  levantado en algunas coyunturas 
políticas (el presente es un buen ejemplo), en términos concretos, 
hasta hoy, se siguen desechando otras posibilidades de construir 
una patria con más cohesión territorial. El problema de la nación 
mapuche es otro dolor que carga el Chile centralista y autoritario.4
1  “Vamos a terminar con la práctica del Gobierno Central de no compensar 
y no entregar los recursos correspondientes a los gobiernos locales cuando 
éstos dejan de percibir el impuesto territorial, derechos de aseo o cuando 
se les delegan nuevas responsabilidades. Igualmente, el Estado pagará 
impuesto territorial por todos sus bienes raíces… En relación al impuesto 
territorial, introduciremos reformas para que los municipios tengan un 
mayor rol en su determinación y recaudación. Se establecerán bases para 
una mayor democracia tributaria, que entre otras materias, considerará 
que un contribuyente afecto al impuesto de primera categoría o al global 
complementario que realice donativos para el desarrollo local pueda 
recibir un incentivo tributario”, Ibid., p.136.
2  Radio Magallanes, 6 de enero de 2006.
3  Sebastián Piñera, op. cit., pp.128-138.
4  Marimán (2013).
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La fractura pro regionalista: elites reformistas y 
movimientos sociales territoriales
Hacia fines de los noventa se constituyó una red transversal 
de parlamentarios denominados Los federales (liderados por el 
temucano Diego Benavente) que intentaron poner en la agenda 
pública la temática regionalista. Uno de quienes lideraba ese 
movimiento - el diputado por Talcahuano Víctor Barrueto, aunque 
oriundo de la comuna metropolitana de Peñalolén -, propuso 
varias medidas que empezaron a poner en el tapete la deuda con 
las regiones. Y si bien la iniciativa tuvo algún efecto mediático y 
permitió que en el futuro se constituyeran redes regionalistas, es 
sintomático que algunos de los reclamantes tuviesen domicilio 
en la capital. Al parecer en la elite centralizadora no hay base de 
sustentación endógena para regionalizar o descentralizar, o ante la 
misma ausencia de contestación regionalista desde los territorios 
hace posible dicho fenómeno. Con todo, Los Federales (año 2000), 
ayudaron a poner en el debate público la demanda de regionalismo 
político y autonomista, complementario al enfoque más tradicional 
de las corporaciones de desarrollo y las universidades agrupadas en 
el CONADERE presidido por Heinrich Von Baer, quienes han puesto el 
énfasis en programas para las regiones, evolucionando hacia el 2010 
a una demanda que también integra elección de autoridades y ley de 
rentas regionales.
El tema tomó fuerza en las elecciones del año 2009 con 
la propuesta de federalismo moderado de la campaña de Marco 
Enríquez Ominami, y especialmente ante los informes negativos de 
la OCDE hacia el centralismo chileno (desacoplado de la Región, en 
la que Perú se sumó a la corriente que otorga autonomías regionales 
con elecciones y participación en los suculentos cánones mineros). 
Pero el paso clave fue dado por los propios territorios: las protestas 
de Magallanes (gas y mantención de subsidios), Aysén (apoyo 
económico, conectividad y educación) y Calama (abiertamente 
federalista en la propuesta de fondos mineros regionales del alcalde 
Esteban Velásquez, retomando la ley del cobre que existió desde 1957 
a 1973 que dejaba el 5% de las ventas a las provincias mineras). La 
movilización de dichas regiones, las protestas ambientales (destacan 
las producidas en Atacama-Huasco, contra nuevas termoeléctricas, 
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Pascua Lama y Agro Súper) y la persistencia del conflicto en la 
Araucanía, hicieron relevar la descentralización como tema de agenda 
gubernamental a la altura del debate que ha habido por la educación 
pública. Para ambos se requiere reforma tributaria y reformas 
políticas, recreándose un momento de demanda constituyente 
similar a la de 1859 o la de 1920. Se verá pronto si ella redunda en 
cambios mayores o sólo en aperturas parciales. El escepticismo a 
las reformas tiene como foco la desconfianza en un Congreso con 
mucho peso metropolitano y  por la propia institucionalidad que 
tiende a la cooptación o a su asimilación. 
Michelle Bachelet, ha comprometido en su Programa de 
Gobierno 2014-2018 la elección de los intendentes o presidentes, 
así como revisar los procedimientos para formar partidos políticos 
regionales, definir áreas metropolitanas, crear Agencias de Desarrollo 
Local y Universidades Públicas en las regiones donde no las hay: 
O’Higgins y Aysén, así como un plan de desarrollo específico para 
regiones extremas.1 Está por verse si esas medidas se concretizan 
o no, ya que hay varias de ellas – como las agencias regionales de 
desarrollo, las áreas metropolitanas, la elección del intendente, o 
el fortalecimiento del Fondo Común Municipal (FCM)  - que ya son 
parte del ideario programático incumplido de cualquier candidato 
presidencial. 
Las tres experiencias autonómicas o regionalistas aquí 
relatadas son un claro ejemplo de que habrá regionalización en 
serio en este país solo si ésta es inducida desde el centro, y cuando 
efectivamente se den dos circunstancias específicas: que, como en 
los relatos aquí  presentados,  haya una demanda local o regional 
y dos, que esa petición – a propósito del debate sobre el cambio 
constitucional- sea acompañada por un fuerte movimiento  social 
ya que, como aquí lo hemos visto, no basta con que una elite lo 
piense, mientras ella no se haga carne en la masa o en la ciudadanía, 
pues pese a todos los diagnósticos de instituciones académicas  y 
organismos internacionales, Chile sigue respirando un denso aire 
portaliano. 
El centralismo chileno tiene un fuerte componente histórico-
cultural que orienta su institucionalidad hacia políticas centralistas. 
Sin embargo, algunos de los casos aquí citados – la Asamblea 
1  Estas medidas fueron divulgadas en lanzamiento de Chile Descentralizado 
y Desarrollado el día 13 Junio de 2013. Ver www.chiledescentralizado.cl. 
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Provincial, las facultades del Gobierno Regional en la ley actual, 
así como las de los alcaldes -, son un claro ejemplo que, cuando se 
han dado esos espacios, tampoco desde el plano local, provincial o 
regional han surgido demandas o iniciativas destinadas a apropiarse 
de esas herramientas institucionales. Por ahora las regiones, no solo 
por culpa de la elite metropolitana, sino también, en menor medida, 
por la de sus propios actores locales – cooptados en su mayoría por 
el Estado central – seguirán confiando en lo que puedan ofrecer las 
candidaturas presidenciales.
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